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Título de la ponencia: “¿La concepción de beneficiario del Plan Jefes y Jefas de Hogar puede ser asemejada a la de la Asignación Universal por Hijo para Protección Social?”.

Resumen:


Los programas sociales del tipo de los Programas de Transferencias Condicionadas (PTC) iniciaron su camino en Argentina con el Plan Jefes y Jefas de Hogar Desocupados (PJJDD), implementado en forma masiva en el país y sin precedentes por la cobertura que logró (Rodríguez Gustá, 2009). El sucesor obligado de este plan, en términos de masividad y cobertura, es la AUH que se gestó a fines de 2009 durante la presidencia de Cristina Fernández de Kirchner mediante decreto nº 1602/09.


El propósito del texto es analizar la categoría teórica de “beneficiario” común a los programas sociales que integran la especie antes mencionada, en especial consideración a la transición del PJJHD a AUH. Es decir, se intentará dar cuenta de semejanzas, transiciones, tensiones o no que implica el pasar de un programa social a uno de transferencia condicionada.
“La mejor tradición teórica de las ciencias sociales 

nos enseña que el estado, al igual que cualquier institución

tiene dos caras: una es estructural – objetiva; la otra está hecha

de subjetividades, actores, intereses y relaciones de fuerza” 

(Tenti Fanfani, 1993).
1.- INTRODUCCIÓN:

En esta ponencia se realizará una revisión de la estructura socio – histórica en que se han generado políticas sociales de corte asistencial en nuestro país en los últimos veinte años, con la intención de favorecer un análisis que nos permita reflexionar sobre la matriz que han producido las tensiones sociales a lo largo de este periodo.


Por otro lado se revisará la concepción de beneficiario en el PJJHD, y si es factible aplicar los criterios utilizados en este programa en la visión de sujeto receptor que ha construido la actual AUH.

 ¿Qué mutaciones se han producido en materia de política social asistencial en los últimos años? ¿Existen o coexisten diferentes perspectivas en el estudio de los programas sociales?, y por último ¿Qué tipo de sujeto beneficiario ha producido el PJJDH y qué ocurre con la AUH? Estas serán algunas de las indagaciones que guiarán el texto.
2.- POLÍTICA SOCIAL EN LOS ’90 – 2001/2002.
Las políticas sociales se definen como una forma específica de políticas públicas. Las políticas públicas implementadas por el Estado son cristalizaciones de demandas y necesidades sociales que logran insertarse en la agenda gubernamental para su resolución. Oszlak y O’Donnell (1976, p.21) definen a las políticas públicas “como un conjunto de acciones - omisiones que manifiestan una determinada modalidad de intervención del estado en relación con una cuestión que concita la atención, interés o movilización de otros actores de la sociedad civil”.

Es decir, la política pública involucra decisiones de varias organizaciones que expresan un modo de intervención, y actúa sobre sus acciones u omisiones respecto a una determinada “cuestión” realizando una “toma de posición” (Chiara y Di Virgilio, 2009);
Desde esta perspectiva, la política social no es resultado de un proceso lineal, coherente y necesariamente deliberado de “diseño”, sino que es objeto de un proceso social y político que configura –en consecuencia- un campo de disputa (ídem, p.54).

Es importante distinguir la diferencia que existe entre política social y programa social, ya que muchas veces nos referimos a ambos como si fueran sinónimos. Esta cuestión no es baladí porque la forma de cristalización de la política social se percibe a través del programa social.

La política social hace referencia a la intervención del Estado ante una cuestión social problematizada, y la particular interacción entre los actores sociales de esta política.
 Un programa, en cambio, implica la acción concreta del actor ante el diagnóstico de la situación o problema, con un conjunto de objetivos acordes;

Se constituye por un conjunto de proyectos que persiguen los mismos objetivos. Establece las prioridades de la intervención, identificando y ordenando los proyectos, definiendo el marco institucional y asignando los recursos que se van a utilizar (Cohen y Franco, 1988 citado por Chiara y Di Virgilio, 2009).

El medio a través del cual entran en contacto política y programa social es la gestión social, “…opera como ‘espacio de mediación’ entre los procesos macro y la vida cotidiana de la población” (ídem, p.60).
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No se debe desconocer que puede ocurrir que el programa social se convierte en un actor social que coadyuve en la gestión de la política social que implique una “toma de posición” de parte del Estado. 

Algunos autores (como Minujin, 1993) desde la perspectiva de la economía política engloban los conceptos antes aludidos dentro del término, más genérico, “intervención social”. Este es un enfoque que se reitera en aquellos que teorizan la economía o la economía política.


En relación a la estructura socio-histórica que propongo abordar se debe explicitar primariamente el porqué de efectuar el recorte temporal desde la década del ’90 hasta la crisis de 2001/2002. Esto responde, esencialmente, a las particularidades que atravesaron a la Argentina y la región durante ese periodo, así como también a que en este lapso surgen los primeros programas sociales en el marco de la eminente crisis del Estado de Bienestar (EB).


Existe una convicción generalizada con respecto a las políticas sociales y su surgimiento en las postrimerías de la Segunda Guerra Mundial, durante el apogeo del EB, aunque en realidad la preocupación por la cuestión social tuvo su origen en las primeras décadas del S. XX, durante los años ’20 y ’30 (Minujin y Cosentino, 1993).

Alrededor de 1980 se consolidó con total claridad una fuerte crítica sobre el EB vinculado con su ineficiencia y alto costo, esto implicó la reedición del viejo modelo liberal que fue resurgiendo hasta alcanzar su plenitud luego de la crisis inflacionaria de fines de los ’80, “… la ciudadanía otorgó entonces al partido gobernante una suerte de ‘cheque en blanco’ para su modificación” (ídem, p.51).

En los años ’90 el Estado argentino atravesó una transformación al mejor estilo kafkiano
, luego de la abrupta finalización de la presidencia de Raúl Alfonsín, al asumir el cargo Carlos Menem. Este periodo se caracterizó por la aplicación sistemática del llamado “Consenso de Washington” caracterizado por medidas de ajuste estructural llevadas a cabo mediante políticas de corte neoliberal. Se consideran que fueron tres los factores decisivos que influenciaron la opción gubernamental de 1991: a) las recomendaciones de las instituciones internacionales (FMI, BIRD, BID) en un momento en que el país era muy dependiente del ingreso de los capitales y préstamos externos; b) la presión de grupos económicos coincidentes en la necesidad de la subsidiaridad del Estado; c) el clima ideológico local en que amplios sectores de la población culpaban al Estado, los sindicatos y los trabajadores estatales por el deterioro y mal funcionamiento de los servicios públicos (Cortés y Marshall, 1999 citado por Hintze, 2006; Rodríguez Enríquez y Reyes, 2006).

Se sostiene que al menos el 50% de la pobreza en la Argentina de los ’90, en comparación con los otros países de la región, fue un exceso ya que existían recursos económicos suficientes para eliminarla; la cuestión de la pobreza en América Latina es principalmente un problema de redistribución (Fleury, 1999).


¿Qué ocurrió con las políticas sociales en este periodo? Hintze (2006) realiza la siguiente síntesis: 1) incorporación de las áreas sociales dentro de la lógica del mercado (ej.: AFJP, ART); 2) programas sociales dirigidos a un sujeto fragmentado; 3) impulso de un mercado heterogéneo en sus modalidades, de proyectos y programas sociales de tipo descentralizado, en que dichas organizaciones de la sociedad civil deben competir tanto por los recursos como por los beneficiarios; 4) denuncia de corrupción y clientelismo político; 5) reducción de la eficiencia y eficacia de los programas sociales.


Luego de los levantamientos de Cutral-Có y Plaza Huincul en Neuquén
, en el año 1996, surgen los primeros programas sociales de empleo: Trabajar I que tenía una duración de entre tres y seis meses, y el Plan Barrios Bonaerenses implementado por el entonces gobernador de Buenos Aires Eduardo Duhalde. Estos programas fueron ejecutados con intenciones clientelares y tratando de sopesar las consecuencias de la protesta social, de tal modo que sólo se accedía a ellos a través de un “puntero político” o por la vinculación con la estructura política del Estado. De esta tensión entre los desocupados sin filiación política y el aparato del Partido Justicialista (PJ) nacieron las agrupaciones piqueteras del conurbano (Vales, 2003).


En el periodo subsiguiente a la primera presidencia de Carlos Menen comienza a notarse el desgaste del modelo neoliberal de gobierno, que alcanza su principal logro a través del Plan de Convertibilidad; pero a su vez éste fue el “talón de Aquiles” de la gestión menemista que dejó al país inmerso en el cadalso del liberalismo, que ni siquiera pudo recuperarse mediante la aplicación de la Ley de Déficit Cero en el año 2001.


La crisis post – convertibilidad que padeció nuestro país en los años 2001/2002 implicó la abrupta finalización de la presidencia de Fernando de la Rúa, y una larga transición de presidencias provisorias. A los fines de este trabajo destacamos la de Eduardo Duhalde que de alguna manera sentó las bases de la política asistencial y de empleo post – crisis al lanzar tres mega programas asistenciales: el Plan Jefes y Jefas de Hogar Desocupados (PJJHD), el Programa de Emergencia Alimentaria (PEA) y el Programa Remediar (Rodríguez Enríquez y Reyes, 2006).     

3.- SER BENEFICIARIO: ¿es igual en el PJJHD y en la AUH?


El propósito de los párrafos anteriores fue dejar en claro el escenario que precedió a la actual AUH implementada a fines de 2009 mediante el decreto 1602/09.


Algunos autores han expuesto explícitamente cómo la pobreza en Argentina ha sido históricamente asociada a la falta de empleabilidad (Fleury, 2006; Lo Vuolo [et al], 2004; Lo Vuolo, Barbeito, Rodríguez Enríquez, 2002), incluso otros (Minujin y Cosentino, 1993) han demostrado estadísticamente cómo el trabajo produce reducciones significativas en los índices de pobreza; por último una cuestión interesante que se plantea es si la discusión acerca de la situación de pobreza del país se ha convertido en un debate sobre las condiciones de empleabilidad de los sujetos (Rodríguez Enríquez y Reyes, 2006).


En este punto es preciso plantear algunas cuestiones: no es posible abordar el fenómeno de la pobreza desde una mirada “simplista” asociándola, casi exclusivamente, al empleo de aquellos que se encuentran en esa condición
; por otro lado es preciso sentar las bases de la política social sobre la perspectiva del desarrollo social y no como política antipobreza.
 Esta última nos impone una visión acotada del panorama social llevándonos a implementar políticas sociales de corte asistencial que sólo buscan paliar los efectos negativos que produce tener un elevado índice de ciudadanos que conviven con necesidades básicas insatisfechas, además de la focalización excluyente que ello implica.


Estos diseños se propusieron imponer una visión que postula que el objetivo casi excluyente de la política social es atender las situaciones de pobreza extrema, lo cual implica el abandono de otros objetivos como la reducción de la incertidumbre, la distribución progresiva de los ingresos y la movilidad social (Lo Vuolo y otros, 2002 citado por Hintze, 2006).


  En cambio la perspectiva del desarrollo social
 busca conjugar los objetivos específicos del programa (ej. generación de empleo o ingresos) con desarrollo humano y social, y protección social; 

Se basa en cinco principios: multidimensionalidad de la pobreza, focalización (no excluyente), ciclos de vida, participación y centralidad de la familia, y que es implementada, monitoreada y evaluada de manera intersectorial, descentralizada y participativa (Engels, 2004 citado por Franco, 2006) (el agregado me pertenece).

El PJJDH consistió en una transferencia monetaria a las personas desocupadas ($ 150 mensuales), de acceso condicionado a los jefes o jefas de hogar desocupados que tuviesen hijos o hijas menores de edad a cargo que no estuviesen participando en algún otro programa de empleo, que no perciban prestaciones de previsión social o pensiones contributivas; además debían cumplir con una contraprestación laboral de entre cuatro y seis horas (Rodríguez Enríquez y Reyes, 2006).


Basta con sólo leer la categoría antes planteada para darnos cuenta que el Plan se imprimía en la lógica de las políticas antipobreza que interpretaban la falta de empleabilidad como causal de pobreza. Además la focalización es excesivamente cuidadosa en el acceso exclusivo al beneficio de aquellos “considerados” pobres (los desocupados).



En cambio la AUH es un programa de transferencias condicionadas que consiste en la entrega de una transferencia monetaria a cambio de que el sujeto receptor cumpla con determinadas condiciones vinculadas con los servicios de salud y educación. Entre los objetivos más ambiciosos que se propone el programa se encuentra el de detener la transmisión intergeneracional de la pobreza contribuyendo a modificar las condiciones que lo obligan al sujeto a vivir inmerso en una pobreza estructural, que muchas veces hereda de sus predecesores (Cecchini y Madariaga, 2011; Gutiérrez, 2005).  



¿Cómo ha variado la categoría de beneficiario en un caso y otro? En el Plan el beneficiario es un sujeto desocupado (pobre) que recibe el beneficio sin ninguna condicionalidad, el Estado sólo pretende contribuir a que su situación mejore mediante una ayuda que se convierte en una especie de “limosna”, que además legitima aquella vieja reflexión de que “lo que se obtiene sin esfuerzo no se valoriza” (Franco, 2006). 


En la AUH se modificó la mirada sobre las causales de pobreza que ya no se asocian con cuestiones de empleabilidad, sino por el contrario el Estado asume la existencia de personas en situación de vulnerabilidad social como consecuencia del modelo capitalista.
 Entonces el beneficiario ya no es el pobre, sino aquel que reúne determinadas condiciones (padres o madres de hijos e hijas menores de 18 años, empleados o empleadas domésticas y monotributistas sociales) esto flexibiliza la focalización, y exige para su percepción el cumplimiento de asistencia escolar en el caso de los menores de edad y controles de salud; factores éstos que no sólo aportan al pretenso desarrollo social del sujeto receptor sino que también permite que éstos utilicen servicios sociales estatales que implican su inclusión en la sociedad. 
4.- ALGUNAS CONCLUSIONES PARCIALES:


Penosamente sólo podemos abordar conclusiones parciales porque se trata de un proceso de política social en construcción y de una investigación reciente.


Sin embargo podemos arribar a las siguientes reflexiones:

· La política social ha mutado significativamente desde sus orígenes hasta la actualidad, desde el EB hasta los modelos neoliberales se han generado una serie de tensiones que han ido forjando diferentes matrices para su implementación.

· En materia de política social se pueden observar, históricamente, la existencia de dos perspectivas: la de “política antipobreza” y la de “política de desarrollo social”. En el primer grupo ubico al PJJDH que responde a la intención de considerar la falta de empleabilidad como la principal consecuencia de pobreza otorgándonos una visión restringida de este fenómeno multicausal.

· Se ha propuesto repensar las implicancias en la subjetividad, por medio de la categoría de beneficiario, que significó la transición del Plan a la Asignación. Como he expuesto el giro hacia políticas de desarrollo social es rotundo porque se busca implantar cimientos que le permitan al pobre estructural producir el “salto” necesario para salir de su situación de vulnerabilidad.
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� Abogado (UCCuyo). Maestrando en Sociedad e Instituciones (FCEJS – UNSL). Pasante del PROICO nro. 50712 del Programa de Incentivos “Territorio, Instituciones y Política Económica” del Departamento de Ciencias Sociales (FCEJS – UNSL).  Adscripto del área jurídico – política de la FCEJS – UNSL.


� Aquí junto con Franco (2006) consideramos que los actores de la política social pueden ser el Estado (principalmente, pero no primordialmente), organizaciones sociales, municipios, empresas comerciales, las propias familias, entre otros.


� Se pueden identificar ciertas características comunes en el EB en las democracias capitalistas industrializadas después de la Segunda Guerra Mundial: a) políticas económicas orientadas a lograr el pleno empleo; b) servicios sociales universales; c) mantenimiento de un nivel mínimo de calidad de vida; d) centralización y racionalidad administrativa del Estado (Minujin y Cosentino, 1993).


� Hintze (2006, p.33) explica la utilización del término en forma recurrente en la literatura de los últimos años. 


� La cuestión de la distribución de los ingresos no se vincula con el nivel de desarrollo de los países, sino que se trata de una estrategia económica y políticas públicas orientadas a ese fin, las variables que intervienen son de naturaleza política (Fleury, 1999). 


� La eficiencia de la política está vinculada con los recursos de que se dispone para su implementación, y la eficacia con sus resultados sobre la población objetivo.


� Se recomienda leer: Auyero, J. (2004). Vidas beligerantes. Dos mujeres argentinas, dos protestas y la búsqueda de reconocimiento. Buenos Aires: Universidad Nacional de Quilmes.


� Luego de la reducción de la pobreza y la indigencia que se produjo entre 1990 y 1997, en 2002 ambos indicadores volvieron a crecer hasta 44% y 19, 4%, respectivamente. De esa manera se extendió la percepción de que el Consenso de Washington no era capaz de cumplir sus promesas (Paramio, 2006).


� En este sentido he seguido parcialmente a Lo Vuolo [et al], 2004.


� Se puede ampliar con Franco (2006).


� Minujin y Cosentino (1993) reconocen que el origen de este planteo se encuentra en los estudios llevados a cabo por la CEPAL, 1998a, 1989a, 1990a y 1990b.


� Es importante destacar que no se exigió en forma obligatoria que el beneficiario trabajara como requisito obligatorio para cobrar la prestación monetaria, aunque así se haya planteado liminarmente.


� Como sostiene O’Donnel (1978), “El Estado garantiza y organiza la reproducción de la sociedad que capitalista porque se halla respecto de ella en una relación de ‘complicidad estructural’”.







